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ACUERDO EN RELACIÓN A ACTUACIÓN DE ……. CUANDO OSTENTABA UN CARGO EN OTRA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

I. CONSULTA

1. Con fecha 5 de junio de 2025 se recibió en el buzón del correo electrónico de la Comisión de Ética Pública de los miembros del gobierno y altos cargos del sector público foral del Territorio Histórico de Álava email remitido por …….. en el que informa de citación como investigado por el Juzgado de Instrucción …….. con motivo de actuaciones cuando ostentaba un cargo en otra administración pública.


2. La citación señala que el objeto de la misma es “ser oído/a en concepto de investigado/a, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 486 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, como responsable de hechos constitutivos, aparentemente, de ……”
 
II. NORMAS DE APLICACIÓN

1. Por Acuerdo 676/2023, de 24 de octubre, del Consejo de Gobierno Foral, se aprobó el Código de Ética y Buen Gobierno de los cargos públicos y representantes del sector público del Territorio Histórico de Álava (en adelante CEBG), al objeto de respaldar y liderar un fortalecimiento de los principios éticos en el sector público foral.

Dicho Código contiene una serie de principios generales sobre “la conducta de los cargos públicos” que se articulan en torno a la integridad y la transparencia y se proyectan en tres ámbitos: la calidad institucional, la relación con la ciudadanía y la ética y conducta individual, principios que, a su vez, se encuentran recogidos en el capítulo III de la Norma Foral 10/2018, de 11 de julio, reguladora del ejercicio del cargo público foral

2. El artículo 19.3 de citada Norma prevé la existencia de una Comisión de Ética Pública de los miembros del gobierno y altos cargos del sector público foral del Territorio Histórico de Álava que velará por el cumplimiento de este código.

En este sentido, el CEBG, en su apartado séptimo, creó la Comisión de Ética Pública como órgano independiente con funciones de impulsar, promover, velar y garantizar el cumplimiento de los valores, principios y normas de conducta regulados en dicho Código así como de prevenir cualquier incumplimiento o mala conducta que pueda dañar la imagen de la institución.  

3. [bookmark: _Hlk141959854]Las funciones de esa Comisión de Ética Pública se proyectarán sobre los miembros del gobierno foral, los altos cargos, demás cargos directivos al servicio de la Diputación Foral de Álava, de sus organismos autónomos, sociedades públicas, fundaciones así como sobre otras personas designadas por el Consejo de Gobierno o por sus órganos competentes en el caso de una sociedad pública foral, para ocupar cargo de dirección o administración en entidades de naturaleza y capital mayoritariamente privado o en cualquier otra entidad en que su control corresponda a varias administraciones públicas o a sus respectivos sectores públicos, adheridos al actual CEBG, bien automáticamente desde el momento de su designación o nombramiento


III. CUESTIÓN SOMETIDA A LA CONSIDERACIÓN DE LA COMISIÓN DE ÉTICA PÚBLICA

1. Antes de analizar el fondo de la cuestión sometida a consideración de esta Comisión, conviene recordar que ésta despliega sus efectos con unos límites temporales y subjetivos definidos en el CEBG a partir de su aprobación por Acuerdo 477/2015, de Consejo de Gobierno de 3 de septiembre, adquiriendo fuerza vinculante para los cargos públicos definidos en su artículo segundo a partir del momento en que estos han sido designados.  Así lo dispone su apartado noveno cuando indica que “La adhesión a este Código será automática desde el momento de la designación o nombramiento del cargo público al servicio del sector público del Territorio Histórico de Álava.”

2. Por otro lado, desde un punto de vista temporal, los valores, principios y conductas establecidos en el CEBG son de aplicación a los cargos públicos forales a partir del momento en el que han sido nombrados y mientras continúen en sus funciones como cargo, configurándose como elemento fundamental a la hora de circunscribir la delimitación temporal del Código, la fecha de nombramiento que implica la automática adhesión al CEBG.

En definitiva, el CEBG despliega sus efectos hacia las personas destinatarias del mismo en el período comprendido entre la formalización de su nombramiento y el momento en que surta efectos su cese.  

3. La persona afectada fue nombrada ……….. mediante ………...  ………., la adhesión automática al CEBG.
 
4. Los hechos relacionados en el correo remitido por la persona afectada son -todos, sin excepción- anteriores a su nombramiento y, por ende, a su adhesión al CEBG.  En efecto, hacen referencia al trabajo que desarrolló como ……. en….

5. Todas estas consideraciones deberían conducir a los miembros de esta Comisión a inadmitir las consultas sin más trámite, por exceder del ámbito de actuación temporal y subjetivo de esta Comisión, al referirse a actuaciones referidas a una persona que no reunía la condición de cargo público adherido al CEBG cuando tuvieron lugar los hechos.

6. No obstante lo anterior, afirmar que el CEBG sólo incide sobre actitudes y comportamientos que los cargos públicos forales adoptan durante el tiempo que ostentan dichos cargos y en el ámbito de las funciones que tienen legalmente asignadas como cargos públicos es perfectamente trasladable en relación con los principios de imparcialidad, objetividad, responsabilidad por la gestión, transparencia, honestidad, desinterés y respeto de las funciones que tienen legalmente asignadas como tales cargos públicos.  Pero en el caso del principio de ejemplaridad más difícil es marcar fronteras entre el pasado y el presente o entre separar la vida pública de la privada.  Si este principio se basa “en el ejercicio de sus puestos y competencias contribuir, en todo caso, y sea en acto público o privado, al prestigio, la dignidad y la imagen de la institución que representan o de la organización a la que prestan sus servicios”, evitando minar la confianza que la ciudadanía tiene en su sistema institucional, puede entenderse que difícilmente puede transmitir confianza un cargo público que pudiera estar incursa en un procedimiento penal, aunque los hechos que lo motiven fueran anteriores a su nombramiento.  

7. A diferencia de otros sistemas éticos, el CEBG no hace referencia al momento procesal a partir del cual el principio de ejemplaridad impide el desempeño efectivo de un cargo público con la tramitación de un procedimiento penal en el que la persona que lo hace es objeto de investigación.  Y así, surge la duda de a partir de cuál de las tres alternativas básicamente existentes en torno a ese momento procedimental - imputación, apertura del juicio oral o fecha de emisión de sentencia condenatoria-, ha de hablarse de incompatibilidad para el ejercicio de un cargo público foral.

A modo de ejemplo, la Comisión de Ética Pública del País Vasco, viene entendiendo que la solución más ponderada y que mejor contribuye a conciliar las exigencias de la ejemplaridad pública es la segunda, esto es, proceder al cese cautelar del cargo público en el momento en que se dicte auto acordando la apertura del juicio oral.

Por su parte, la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado, autoriza a mantener en el desempeño de un cargo público a las personas que se encuentren incursas en un procedimiento penal hasta el momento en que el procedimiento en cuestión concluya con una sentencia condenatoria firme.

En el extremo contrario estaría la alternativa de fijar en el acto de imputación el momento procesal a partir del cual el acceso o permanencia en un cargo público resultan ya incompatibles con el principio de ejemplaridad.  Ahora bien, cabe calificar dicha solución como desproporcionada e, incluso, irrespetuosa con las garantías penales y procesales adoptadas, entre otras, por la Ley Orgánica 13/2015, de  5 de octubre, de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que eliminó expresiones usadas por dicha Ley de forma indiscriminada, tales como imputado al referirse a la persona sobre la que tan sólo recaen meras sospechas y está siendo investigado, pero sin que existan suficientes indicios para que se le pueda atribuir judicial y formalmente la comisión de un delito.

8. Tal y como ha manifestado esta Comisión en su Resolución 3/2023, la solución adoptada por la Comisión de Ética Pública del País Vasco es la más acertada a la hora de aunar las garantías procesales de las personas investigadas con las exigencias de ejemplaridad de los cargos públicos y con el respeto a los derechos y garantías de la ciudadanía ya que, tal y como indica en su Acuerdo 5/2023, “el cese cautelar de un cargo público por hallarse encausado en un procedimiento penal en el que el tribunal competente ha dictado auto acordando la apertura del juicio oral, no constituiría ni una condena anticipada, ni el anticipo de una condena futura, sino una medida preventiva y estrictamente profiláctica, arbitrada con la exclusiva finalidad de hacer el valor de la Ejemplaridad y preservar, transitoriamente, la buena imagen de la Institución a la que presta servicios( …)”

9.  Así las cosas, atendiendo al momento procesal en el que se encuentra el caso que nos ocupa, todavía queda lejos la apertura del juicio oral que es el hito procesal que esta Comisión ha fijado como referencia para empezar a hacer efectivo el reproche ético derivado del principio de ejemplaridad.

En virtud de todo ello, la Comisión de Ética Pública adopta, por unanimidad, la siguiente

RESOLUCIÓN

Esta Comisión de Ética y Buen Gobierno considera que, a la vista de las circunstancias en las que se ha producido la investigación y, de acuerdo con las consideraciones formuladas a lo largo de la presente resolución, la persona referida puede continuar en el ejercicio del cargo que ocupa hasta que, en su caso, el tribunal competente dice auto acordando la apertura del juicio oral.  

Si finalmente las actuaciones judiciales desembocan en la apertura de juicio oral, esta Comisión recomienda el cese cautelar del cargo público afectado, en los términos de los puntos 7 y 8 de esta Resolución.

	
Fdo.: Cristina Gonzalez Calvar
PRESIDENTA


	
Fdo.: Saray Zárate Fernández de Landa
VOCAL

	Fdo.: Javier Garaizar Candina
VOCAL
	Fdo.: Fernando Salazar Rodríguez de Mendarozqueta 
VOCAL




Vitoria-Gasteiz, a 27 de junio de 2025
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